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Lima, 15 de marzo de 2012

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas

Palacio de las Naciones

CH-1211 Ginebra 10

Suiza
Re: Información suplementaria sobre la protección de la familia, las madres y los niños, y el derecho a la salud reproductiva en el Perú a evaluarse en la 48ava Sesión del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales programada en Ginebra del 30 de abril al 18 de mayo.

De nuestra consideración:

DEMUS - Estudio para la Defensa de los Derechos de la Mujer y CLADEM - Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer nos dirigimos al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante Comité o CESCR), para proveer información complementaria en referencia al informe que el Estado peruano ha presentado en respuesta a la lista de cuestiones que deben abordarse al examinar los informes periódicos segundo, tercero y cuarto combinados, en relación con los artículos 1 al 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante PIDESC).

INFORMACION COMPLEMENTARIA SOBRE EL INFORME DEL ESTADO
Artículo 10. La Protección de la familia, las madres y los niños

Sírvase proporcionar información sobre las investigaciones llevadas a cabo para esclarecer las denuncias presentadas a la Fiscalía de la Nación respecto de las esterilizaciones forzadas realizadas entre 1995 y 2000, y aclaren cuántos casos se encuentran pendientes de investigación.

En el gobierno de Alberto Fujimori, se promovió la aplicación del Programa Nacional de Salud Reproductiva y Planificación Familiar (1996-2000) bajo el discurso de disminuir la pobreza y reivindicar la autonomía de las mujeres. Sin embargo, miles de mujeres peruanas, sobre todo de zonas en situación de pobreza periféricas urbanas, rurales andinas y amazónicas, fueron privadas de su derecho reproductivo al ser sometidas por el personal nacional de salud a operaciones de ligadura de trompas sin su consentimiento
 y en malas condiciones de salubridad. Este programa terminó siendo una política de estado violatoria de los derechos humanos de las mujeres y sus hechos configuran crimen de lesa humanidad.

En base a los informes del Congreso de la República sobre estos hechos
, la Fiscalía Especializada en Derechos Humanos inició la investigación Nro. 18-2002 por los delitos de “genocidio y otros” en agravio de 2073 mujeres, entre las que figuraban 17 fallecidas. Los denunciados eran los tres ministros de salud del régimen fujimorista: Alejandro Aguinaga, Eduardo Yong y Marino Costa Bauer. El 10 de octubre del 2003, en el marco de la petición presentada por el caso María Mamérita Mestanza
 vs. Perú ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el Estado peruano suscribió un  Acuerdo de Solución Amistosa (ASA) en el que reconoce haber violado los derechos humanos de esta mujer y se compromete a brindar reparaciones a sus familiares, así como de investigar y sancionar lo ocurrido por la implementación de dicha política en el Perú. En virtud de dicho acuerdo, se inicia otra investigación para este caso, la misma que es acumulada a la investigación 18-2002, elevando el número de mujeres fallecidas a 18.

El 26 de mayo de 2009, el Ministerio Público archivó la investigación 18-2002
 señalando que los hechos denunciados no configuran delito de genocidio ni tortura y que los delitos enmarcados en el Código Penal no se habrían configurado o estarían prescritos. El 11 de diciembre del mismo año, la Primera Fiscalía Superior Anticorrupción se pronunció en el mismo sentido, es decir  declarando infundados
 los recursos de quejas que se presentaron
. El 11 de junio de 2010, DEMUS presentó una nueva petición ante la CIDH para que las víctimas de esterilizaciones forzadas, CERD y LVCH, tengan acceso a justicia y reparación. El 21 de octubre de 2011, el Ministerio Público resolvió la reapertura de las investigaciones
 que podría culminar en una nueva denuncia. En la actualidad, la Primera Fiscalía Penal Supraprovincial está a cargo de la investigación, sin embargo, tenemos preocupación porque es un caso complejo que cuenta con un número elevado de agraviadas y la Fiscalía de la Nación, todavía no está proveyendo de los recursos necesarios para dicha investigación, tal como lo señala la Fiscal Edith Chamorro
: “(…) está evaluando el expediente, (…) compuesto por 62 cuadernos. (…) no se le ha asignado ninguna asistencia especial y que se maneja con el equipo legal con el que habitualmente trabaja”. 
Asimismo, las mujeres esterilizadas no han recibido reparaciones integrales por lo ocurrido; solo se les ha reconocido su inscripción en el Sistema Integral de Salud
. La excepción es el caso María Mamérita Mestanza, en el que se cumplieron las reparaciones económicas y en salud, sin embargo se ha incumplido la reparación educativa y el compromiso de investigar y sancionar, nuevamente está en proceso de cumplimiento. Cabe señalar, que el MIMDES, a finales del 2011, realizó una consultoría para construir una política de reparaciones para las víctimas de esterilizaciones forzadas en el Perú, sin embargo, a la fecha, no se han presentado los resultados de la misma.
Artículo 12. El derecho  a la salud física y mental

Indiquen qué medidas se han adoptado para asegurar el acceso a los anticonceptivos de urgencia y la disponibilidad de estos, especialmente en las zonas rurales.
El acceso a la anticoncepción de emergencia para las mujeres en el Perú está contenido en los artículos 2, 3, y 12 del PIDESC que protegen el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud sin discriminación alguna.
La Defensoría del Pueblo ha reportado dos problemas graves en el Programa de Planificación Familiar a nivel nacional. En primer lugar, el desabastecimiento constante de anticonceptivos modernos, siendo los métodos más afectados el inyectable, las píldoras anticonceptivas y la anticoncepción oral de emergencia. En segundo lugar, existe un problema recurrente de cobros indebidos en la prestación de los servicios de planificación familiar
. Esta situación se agrava porque el mayor proveedor de métodos anticonceptivos en el país es el sector público a través del Ministerio de Salud y ESSALUD que atienden al 69,1% de las usuarias actuales de planificación familiar
. 

Esto es preocupante en lo que respecta a la anticoncepción de emergencia, ya que, según las cifras del Ministerio de Salud sobre su reparto gratuito, durante el año 2007 se consumieron 29,682 kits; 24,198 durante el 2008 y 27,731 durante los meses de enero a setiembre de 2009
.
Cabe señalar que si bien en el 2006, el Tribunal Constitucional determinó que la píldora de emergencia tenía efectos anticonceptivos
, en el 2009, el Tribunal Constitucional
 modificó su línea jurisprudencial, pues emitió una sentencia que ordenó al Ministerio de Salud que se abstenga de desarrollar como política pública la distribución gratuita a nivel nacional de la denominada “píldora del día siguiente”, vulnerando la obligación de respetar el derecho a la salud, por ser una medida regresiva  adoptada por el Estado en relación con dicho derecho. Asimismo, esta sentencia incumple las obligaciones de efecto inmediato establecidos en el artículo 2°.2
 y 12°
 del PIDESC, por discriminar de forma directa en razón al sexo, es decir solamente a las mujeres en la definición de su salud genésica
, más aún cuando sólo ellas tienen la capacidad de embarazarse
 y los hombres no.

Contrario a lo anterior, el Ministerio de Salud publicó la resolución ministerial 167-2010/MINSA
 que señalaba que el uso del levonorgestrel como anticoncepción oral de emergencia no es abortiva y no produce efectos secundarios mortales o dañinos, teniendo propiedades benéficas para la salud, amparándose en una comunicación de la Organización Panamericana de la Salud, un informe de la Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas (DIGEMID) y en un oficio del Instituto Nacional de Salud en los que confirmaban ello. 
No obstante, se tramitó una petición argumentando que esta resolución significaba el incumplimiento de lo ordenado por el Tribunal Constitucional. Esta petición fue amparada por el órgano judicial de ejecución y consecuentemente, el Ministerio emitió la resolución ministerial 652-2010/MINSA, por medio de la cual se prohibía nuevamente la distribución gratuita, transgrediendo los artículos 2°.2 y 12° del PIDESC al existir una discriminación múltiple en esta situación; primero, se discrimina en razón del sexo debido a que esta medida sólo afecta a las mujeres, por tener la capacidad de procreación; y, segundo, se discrimina en base al supuesto de otra condición social, el cual establece la situación económica y social de las mujeres como otra forma de trato diferencial, porque esta resolución conjuntamente con la sentencia del Tribunal Constitucional, sólo están prohibiendo que el Estado distribuya gratuitamente la “píldora del día siguiente” más no su venta. Es decir, las más afectadas en esta violación de derechos son las mujeres que utilizan el servicio público del país.
PREGUNTAS Y RECOMENDACIONES

De acuerdo a la información presentada solicitamos respetuosamente al Comité que considere hacer al Estado las siguientes preguntas:

1. ¿Qué medidas está adoptando o planea adoptar el Perú para garantizar justicia y reparación a las víctimas de esterilización forzada?
2. ¿Por qué el Estado peruano no está considerando información técnica oficial respecto a los efectos no abortivos de la anticoncepción de emergencia para distribuirla gratuitamente?

Asimismo, sugerimos al Comité que considere hacer al Estado las siguientes recomendaciones:

1. Exhortar al Perú a que dispongan de los recursos económicos, humanos y técnicos, a fin de que las investigaciones sobre esterilizaciones forzadas sean efectivas. Asimismo, solicitarle que construya una política de reparaciones para todas las víctimas de dicha política.

2. Instar al Estado peruano a adoptar lo indicado en las observaciones y recomendaciones  de los Comités DESC y CEDAW referente al derecho a la salud, específicamente la planificación familiar.
Sin otro particular, quedamos a su disposición para proveer información adicional en caso de ser necesario.
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Jeannette Llaja Villena

Directora

DEMUS
� Amenazándolas, engañándolas y hasta obligándolas a realizarse dicha intervención, de acuerdo a los testimonios recogidos.


� Informes de las investigaciones realizadas por los congresistas Héctor Chávez Chuchón y Dora Núñez Dávila.


� DEMUS fue una de las co peticionarias de la demanda junto a APRODEH, CEJIL, CRR y CLADEM. Mamérita Mestanza fue una mujer de una comunidad de Cajamarca, operada con chantajes y que murió poco después producto de la operación.


� Ministerio Público. Resolución de fecha 26 de mayo de 2009. 61 folios.


� Ministerio Público. Resolución de fecha 11 de diciembre de 2009. 66 folios.


� Demus, IDL y la Procuraduría del Ministerio de Justicia presentaron cada uno su recurso de queja, basados en el argumento que las esterilizaciones masivas fueron una política de Estado que, por tanto, configuraba delito de lesa humanidad.


� Ministerio Público. Resolución 2073-2011-MP-FN de fecha 21 de octubre 2011.


� Diario el País: � HYPERLINK "http://www.elpais.com.uy/120219/pinter-625355/internacional/investigan-esterilizaciones-de-mujeres-durante-el-fujimorismo/" �http://www.elpais.com.uy/120219/pinter-625355/internacional/investigan-esterilizaciones-de-mujeres-durante-el-fujimorismo/� 


�Ministerio de Salud. Resolución Ministerial 401-2007/MINSA de fecha 11 de mayo de 2007. 


�Defensoría del Pueblo. Adjuntía para los Derechos de la Mujer. Segundo Reporte sobre el cumplimiento de la Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. Informe de Adjuntía Nº 001-2009-DP/ADDM. Lima: Defensoría del Pueblo, 2009,  p. 166-192.


�Instituto Nacional de Estadística e Informática. Encuesta Demográfica y de Salud Familiar 2009; mayo 2010; Lima. p. 103.


�DEMUS. Informe Regional de Derechos Humanos y Justicia de Género – Perú. Capítulo: Sexualidades y Reproducción. Lima: DEMUS, 2010, p.164 (Documento en proceso de publicación).


� Tribunal Constitucional. Expediente 7435-2006-PC/TC. Sentencia emitida el 13 de noviembre de 2006; Lima.


�Tribunal Constitucional. Expediente 2005-2009-AA/TC. Sentencia emitida el 16 de octubre de 2009; Lima.


�Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Artículo 2, inciso 2: “Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. 


�Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Artículo 12: “1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Parte en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesidades para: a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad”.


�La salud genésica significa que la mujer y el hombre están en la libertad para decidir si desean reproducirse y en qué momento, y tienen el derecho de estar informados y tener acceso a métodos de planificación familiar seguros, eficaces, asequibles y aceptables de su elección, así como el derecho de acceso a los pertinentes servicios de atención de la salud.


�Naciones Unidas. Comité PIDESC. Observación general 20. 02 de julio de 2009, p.05.


� Ministerio de Salud. Resolución ministerial 167-2010/MINSA. 09 de marzo de 2010.





